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DELEGADO 

DE Señores Representante Carlos Maseda. 
SECTOR: 

ASISTE: Señor Representante Juan José Domínguez. 


INVITADOS: Señora María Escobar de Sueldo, señor Juan Pablo Sueldo y doctor Gustavo Sabariz. 
Por Unidos por Salud y Justicia - Grupo de familias víctimas de mala praxis, señores Nelson 


Mederos, Roberto Stagi Esquivel, Julio Kniazev, doctor Gustavo Mega, Edil Ramón 
Appratto y señoras Mary Cristina Galiano, Julia Martínez Mussini y Myriam Duval Acosta. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Asqueta Sóñora).- La Comisión tiene el agrado de recibir a la señora María 
Escobar, al señor Juan Pablo Sueldo y al doctor Gustavo Sabariz, quienes solicitaron ser recibidos en 
esta Comisión para plantear un caso que catalogan como de mala praxis. 


Cedemos el uso de la palabra a nuestros invitados. 
SEÑORA ESCOBAR.- Soy la mamá de Antonella Sueldo. 


Cuando nos pasó esto no teníamos prevista esta instancia. 


Antonella falleció el 6 de noviembre de 2004. Había ingresado al Hospital Escuela el día 4 de noviembre a la 
hora 21 mientras yo estaba internada en un sanatorio de Paysandú porque esa mañana me habían hecho una 
cesárea programada en la que nació la bebé. Ella fue a conocer a su hermana alrededor de la hora 10. En ese 
momento comenzó con fiebre y dolores en la pierna. Como ella se había quedado en la casa de los abuelos, 
ellos se la llevaron y llamaron a un médico de familia que conocemos desde hace varios años y va a nuestra 
casa. Él la examinó y como seguía con fiebre y dolor en la pierna y en los costados, le pidió a mi esposo que 
le hiciera análisis de sangre. Para él, hasta ese momento, era apendicitis. 


Cuando estaba pronto el resultado del examen de sangre, alrededor de la hora 19 o 20, llamaron al médico. Él 
notó que había una infección y personalmente la internó en el sector de cirugía del Hospital Escuela, donde 
estuvo junto a su abuela. Desde ese momento la vieron dos o tres médicos. Voy a adjuntar la historia médica 
porque sé que algunos de ustedes son médicos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los tres Diputados somos médicos. 


SEÑORA ESCOBAR.- En ese momento la vieron varios médicos y los diagnósticos figuran con signos 
de pregunta porque no eran claros, porque pedían más estudios y porque los estudios demoraban. La 
fiebre era alta y seguía con mucho dolor. Además, según me cuenta la abuela, empezó a tener una 
especie de picaduras, primero en los brazos, pero luego se fueron extendiendo al resto del cuerpo. 


El día 5, cerca del mediodía, la ve una pediatra que anota su diagnóstico y su visión en la historia clínica 
entre signos de pregunta. Ella queda en Cirugía; nadie la cambia a Pediatría. Parece ser que se había 
descartado la posibilidad de una apendicitis, pero no se sabía qué era. No le dieron ninguna medicación y la 
dejaron allí, no la pasaron a Pediatría. 


Alrededor de la hora 15, como seguía dolorida y con mucha fiebre, una enfermera llama a la doctora Pequeño 
que era la cirujana contándole el estado de la niña, por lo que la doctora le pide que llame al pediatra de 
guardia. Esto consta en la historia clínica. Entonces, se llama al pediatra de guardia, doctor Finosi, al que le 
cuentan que la niña está muy dolorida, con fiebre, y él le indica Buscapina. Además, ahí dice que él pasaría a 
verla. Desde la hora 12 en adelante no la vio ningún médico porque este médico se olvidó de pasar a verla; 
supongo que se olvidó. Subjetivamente, pienso que no fue por falta de recursos porque es un médico que 
estaba contratado como pediatra, sin serlo, por la Comisión de Apoyo, no era funcionario de Salud Pública, 
ganando por día, por guardia, de retén, como le dicen, $ 2.350. Además, vivía a una cuadra del hospital. Lo 
cierto es que él no se presentó. 


La situación se agravó después de la hora 15. La abuela nos decía que empezó con manchas, muchísimo más 
dolor y los ganglios se le inflamaron. Todo el cuadro lo vio la abuela. Cuando la abuela les reclamó un 
médico, las enfermeras dijeron que Antonella tenía manías. Antonella tenía seis años. 


Después de que pasaron horas, la abuela reclamó médicos otra vez; no fueron, ni siquiera llamaron al de 
puerta, al de Urgencia. Recién a la mañana, a la hora 6, llamaron a un médico. O sea que pasaron alrededor 
de dieciocho horas. Llega la doctora Venturino a la hora 6 y no puede creer el cuadro con el que se encuentra. 
Ustedes que son médicos, creo que se podrán imaginar la situación: tenía lesiones necróticas, a los pocos 
minutos de entrar la doctora, empezó con dolores de nuca. La doctora me decía: "Le ponía una sonda y salía 
sangre". Cuando vio la situación, era irreversible. La derivó a un CTI en Salto y, según ella, en el camino se 
iba a morir. Ella llegó a Salto, estuvo internada unas horas y falleció a la hora 14. 


Mientras tanto, yo estaba con la bebé recién nacida esperando que el médico me fuera a ver para pedirle que 
me dejara salir para ver a mi otra hija porque presentía que algo malo estaba pasando. Mi esposo iba y me 
decía: "Sigue con fiebre, con dolor, pero hay que esperar. Están esperando al médico". Como queda cerca, él 
iba del sanatorio al hospital y siempre me decía lo mismo: "Hay que esperar, ya van a venir los médicos". A 
su vez, él también estaba con la recién nacida. Fue una situación muy complicada. Las visitas que recibía las 
mandaba para allá, pero todos volvían con lo mismo: "Ya va a venir el médico". Pero el médico no llegó 
nunca. 


Me dieron el alta a la hora 13 del sábado, sabiendo los médicos que la situación de Antonella era irreversible 
y que yo iba a salir directamente a un velorio. Cuando salí, fui a mi casa y lo primero que pensé fue en 
arreglar todo para ir a Salto, suponiendo que iba a estar quince días internada y que después la íbamos a 


poder traer. Todos me retenían porque sabían qué estaba pasando y recién a la hora 17 me pudieron decir que 
ella había fallecido a la hora 14. 


Antes de salir del sanatorio en el que estaba internada, fueron el pediatra que había estado cuando nació la 
bebé y la doctora Venturino, que había atendido a mi hija durante las últimas horas, y nos dieron una 
medicación porque pensaron que Antonella tenía una infección por meningococo sumamente contagiosa. Nos 
dieron rifampicina y todos tomaron incluidos los médicos y las enfermeras. También le dieron a la recién 
nacida sin decirnos una palabra de las contraindicaciones o efectos colaterales que pudiera tener, pero, dadas 
las circunstancias, era un detalle menor. Todos tomamos medicación, nos llamaban por teléfono a casa para 
pedirnos el medicamento. Los médicos andaban con dos o tres pastillitas en el bolsillo porque es un 
medicamento para el cual se necesita una autorización burocrática y es muy difícil obtener una pastilla; era 
una situación lamentable. La gente que iba al velorio pedía medicación, llamaban de madrugada, fue una 
situación feísima. 


Cuando pasó una semana juntamos coraje y pudimos ir al Hospital para saber qué había pasado. Antonella 
falleció un sábado y recién el lunes siguiente hicieron el estudio del líquido cefalorraquídeo el cual dio como 
resultado que tenía estreptococos B y hemolítico de grupo A. En ese momento nos explicaron que con 
Amoxidal se bloqueaba la bacteria y luego tuvimos mil versiones de lo que realmente pasó. A esta altura creo 
que nosotros nunca vamos a saber si la niña se podría haber salvado porque nadie lo sabe. 


Vinimos a la clínica genética del doctor Cuadrelli para hacernos estudios genéticos las nenas y nosotros. Los 
estudios que se realizan acá son muy limitados pero no hay indicios de que haya algún problema genético. 
Ella no tenía ningún problema de salud ni de alimentación. No nos podemos explicar por qué sucedió todo de 
esa manera. También sé que cayó en el peor momento del Hospital, donde la atendieron las peores personas. 
Hubo inclusive maltrato psicológico, ella estaba en una camilla sintiendo dolor y la enfermera gritaba de 
lejos que tenía mañas. La abuela se peleó con una enfermera y pidió por favor que le mandaran un médico. 
La niña se daba cuenta que estaba siendo maltratada porque cuando la pasaron de Cirugía a Pediatría ella le 
dijo a la abuela: "Me mandaron para acá porque vos te peleaste con la enfermera". 


Hasta el momento no hemos podido encontrar una explicación que nos convenza de lo que pasó. El 11 de 
noviembre presentamos el primer escrito denunciando la falta de asistencia en esas dieciocho horas. Si hay 
un nexo causal o no entre esa falta de asistencia y la muerte lo van a determinar las autoridades, los peritos o 
no sé quién. Puntualmente, lo que nosotros denunciamos fue esa muerte tan indigna siendo que las medidas 
se tomaron a tiempo. A pesar de que yo no estaba en mi casa se llamó al médico de familia y se llegó al 
Hospital con un análisis de sangre ya hecho. Pero todo se fue dando para que se convirtiera en una situación 
lamentable. 


Antonella tenía seis años e iba a una escuela rural porque yo soy maestra rural. Ella sabía cuáles eran sus 
derechos: derecho a la educación, a la salud, al nombre, y sufrió en carne propia el atropello total a los 
derechos de un niño, al derecho a la vida. Todo esto nos ha lastimado muchísimo y hemos tratado de hacer 
cosas positivas para que lo que le ocurrió a Antonella no le pase a ningún otro niño ni pobre ni rico; de 
ninguna manera. 


Es inadmisible que un médico esté trabajando en un Hospital, que utilice el servicio, que obedezca las 
órdenes de un jefe de servicio, que se vista como funcionario público pero llegado el momento no lo sea y no 
pueda ser sumariado ni juzgado por el Ministerio de Salud Pública. Reitero: esto es inadmisible dentro de un 
sistema de salud. En mi opinión, esto quedó impune a pesar de que la Comisión Honoraria va a sancionar al 
médico. No puede ser que haya intrusos trabajando en Salud Pública. 


Nos ofrecieron concurrir a la Comisión de Salud Pública del Senado y la anterior Comisión Directiva de la 
Asociación Médica nos dijo que podíamos pedir el tribunal de ética de FEMI pero nosotros queremos una 
respuesta del Ministerio. Nosotros nunca pensamos comparecer ante esta Comisión ni ante la del Senado, 
pero como vino una Asociación Médica a decir que no hay sumario, que no hay funcionario sumariante, que 
el procedimiento ha sido sumamente irregular, que opinan que ha sido excesivamente rápido y el 6 de 
noviembre va a hacer un año que Antonella falleció, nos parece que todo eso son cosas van totalmente en 
contra de lo que el Ministerio realmente está haciendo. El 7 de octubre tuvimos una entrevista con el doctor 
Fernández Galeano y nos dijo que las garantías estaban dadas y que los denunciados tuvieron el derecho a 
defenderse. Se presentaron recursos y descargos y todo lo que se puede hacer frente a una situación como 
esta. 


En una conversación con el doctor Finosi le dije que se fuera buscando un buen abogado porque yo voy a 
buscar que él pague por la gravísima omisión que hizo, para que no se vuelva a repetir. Entonces, me parece 
que no tiene sentido que digan que las cosas se están haciendo mal, excesivamente rápido, y que nosotros 
estamos creando una alarma pública simplemente porque tuvimos la peor desgracia que un ser humano puede 
tener y porque hay gente que se sensibiliza, nos ayuda y colabora. 


Por otro lado, juntamos firmas para que se cambien algunas cosas dentro del Hospital. Por otros motivos 
ahora hay un pediatra interno las veinticuatro horas. El Hospital atiende al 80% de la población de Paysandú, 
es decir, de los niños del departamento. Nosotros le trasmitimos a la Directora que desde dónde esté, 
Antonella debe estar agradecida que alguien haya pensado que en Paysandú es urgente que haya un pediatra 
interno las veinticuatro horas. Nunca insultamos a nadie; las autoridades han hecho las cosas como 
corresponde, como el Decreto N” 500 manda. Parece ser que la Comisión Honoraria tuvo un error de índole 
formal, lo subsanó y los involucrados presentaron descargos. Igualmente, la asociación médica sigue 
diciendo en medios de prensa en Paysandú que este sumario ha sido sumamente irregular o que no hay 
sumario ni sumariante. Nos ha hecho mucho daño escuchar todo eso en la prensa, más sabiendo la verdad, no 
solo porque el abogado haya visto los expedientes, sino porque la señora Bimba Barreda de ADUSS nos ha 
apoyado muchísimo, ha hecho el seguimiento del expediente y fue quien nos informó que se había designado 
un funcionario sumariante y que era el doctor Armelino. El doctor Fernández Galeano nos aseguró que todo 
se iba haciendo con las garantías necesarias para las dos partes. Sin embargo, la Comisión Directiva de la 
asociación médica sigue saliendo a la prensa a decir que no hay sumariante ni sumario y que nuestro caso 
está plagado de irregularidades. Estas cosas no solo nos hacen mal sino que generan que la opinión pública 
piense que si algo le pasa no se cuenta con las garantías suficientes como para que lo defiendan o se defienda. 
Esa es la clara interpretación de lo que están haciendo. 


Como queremos hacer cosas positivas con la más sana intención de lograr apoyo para las familias que hemos 
sufrido este tipo de hechos, hemos formado un grupo denominado Unidos por Salud y Justicia, del cual fui 
integrante durante un tiempo y al cual renuncié simplemente por no compartir formas de actuar, tal como lo 
expongo en una carta, de la cual dejo fotocopia. A pesar de que hay diferentes formas de actuar, todos vamos 
a llegar a lo mismo. Como no comparto algunas formas, en medio del dolor me abro porque no tengo derecho 
a decirle al otro que se vaya. 


Sé que la asociación médica les dejó un volante que apareció en el hospital, en el que se enumera a los 
médicos involucrados en el caso de Antonella y creo que se dice "asesinos", a pesar de que nunca lo vi. 
Mucha gente en Paysandú -inclusive las autoridades del hospital- sabe que no somos capaces de hacer eso, 
porque siempre hemos ido de frente cuando hemos tenido que hablar con los médicos o con las autoridades. 
Pienso que hay gente que se escuda en el anonimato, detrás de un teléfono o de un micrófono, porque es 
cobarde, pero sabemos que tarde o temprano vamos a poder decir legítimamente los nombres de los médicos. 
Vamos a llegar a lo mismo por diferentes caminos. El doctor Fernández Galeano nos dijo: "Lamento que 
vaya a hacer un año y que todavía no haya una resolución, pero esto tarda, es así. Ellos presentan descargos y 
esto va a seguir”. En este momento me doy cuenta que quiero que las cosas se hagan bien, que haya garantías 
para las dos partes y que mañana, cuando tenga que contar esta triste historia a mi hija recién nacida, se la 
pueda contar completa y que no le tenga que decir que fuimos unos cobardes y no buscamos justicia. Quiero 
que esto termine bien, que sea juzgado quien realmente deba serlo y que también se mencione a quien no 
haya tenido responsabilidades. No buscamos prender fuego a nadie en la plaza pública; simplemente 
buscamos un poco de paz y tranquilidad. Esto que hicimos lo haríamos por cualquiera de las otras dos nenas 
que tenemos y lo hacemos porque detrás de ellas habrá muchos niños que habrán pasado lo mismo que 
Antonella. 


SEÑOR SABARIZ.- Voy a hacer valoraciones jurídicas concretas sobre el tema. 


El procedimiento se encausó en virtud de la denuncia y derecho de petición que se planteó en su momento 
ante el Director del hospital, doctor Zinno, debido a que los padres por mi intermedio solicitaron la 
realización de una investigación administrativa. Presentado el escrito, las autoridades dispusieron la 
investigación, sin perjuicio de que ya se había dispuesto la misma investigación por el carácter de la dolencia 
que afectaba a la niña. La comparecencia que tuvimos fue esa, solicitando el derecho de petición a una 
investigación administrativa. No hemos tenido otra participación, ya que así corresponde porque el 
procedimiento es reservado, conforme a las normas que establece el Decreto N* 500/91. 


La otra comparecencia que tuvimos fue la de ejercer un derecho de petición a través de la Comisión 
Honoraria de Salud Pública, en ejercicio de las atribuciones que tiene la Ley Orgánica de Salud Pública como 
tribunal disciplinario y tribunal informante, para que se ejercitaran todas las facultades y competencias que 
tiene esa Comisión, en el entendido de que había llegado a nuestro conocimiento que algunas personas 
denunciadas cuestionaron el perfil con que el Ministerio había introducido ese caso a la Comisión. En ese 
marco planteamos que las competencias que ejerce esa Comisión sea en todos los ámbitos en que ella pueda 
entender. Para eso nos basamos en elementos documentales concretos que emergen de la historia clínica. 
Puntualmente, la historia clínica, respecto al día 5 de noviembre, expresa: "Niña muy dolorida y con zona de 
enrojecimiento en espalda y miembros inferiores. Se llama a Dra. Pequeño, quien indica llamar a pediatra de 
guardia, se llama a Dr. Finozzi, quien indica Buscapina 2cc para calmar y vendrá a verla". Luego, nunca 
apareció registrada en la historia clínica la comparecencia de este médico. Entendemos que no compareció 
jamás, aunque eso surgirá de la investigación. Ese fue el tratamiento que se le dio a la niña, sin perjuicio del 
que se le dio en la ciudad de Salto el 6 de noviembre, cuando fallece sobre las 10 horas. 


Hablamos de actitudes que presumimos negligentes, pero también valoramos actitudes diligentes y 
comprometidas como las de la doctora Venturino quien, cuando a las 6 horas el servicio de urgencia le 
notifica de la situación grave de la niña, establece una constancia que dice: "Según la abuela comienza con 
lesiones de piel que fueron en aumento y dolor en miembros inferiores, avisa a la enfermera quien no llama 
Médico (ni de urgencia ni pediatra)". Esto está subrayado. A la hora 6 indica: "Febril [...] Lesiones necróticas 
diseminadas. [...] Rigidez de nuca”. Al ingreso, la niña ya presentaba algunas características de 
enrojecimiento en los miembros inferiores y en la espalda con exantema. 


En este caso las valoraciones que hacemos son distintas. Hay un supuesto error de diagnóstico inicial, un 
diagnóstico diferencial que inicialmente hicieron entre faringitis, infección urinaria o apendicitis, en virtud de 
que por el ingreso de la niña no se podía determinar de manera inmediata, lo cual reconocemos. Pero nos 
parece importante destacar que hay que diferenciar eso de lo que puede ser impericia o alguna situación de 
imprudencia, que habrá que verificar de conformidad a peritaje concreto por situaciones de negligencia y 
desidia clara a las que refirió la madre. No constituirse, en un momento oportuno ante una llamada concreta y 
específica que está debidamente documentada, viola el código de ética. El artículo 7” dice que el médico 
debe, en circunstancias de urgencia, prestar inmediato auxilio al herido o accidentado en forma grave que se 
encontrare en su presencia o inmediata proximidad. Estamos hablando de un médico que se encontraba a una 
cuadra y media. 


La madre de la niña relató bien lo sucedido. Nosotros no pretendemos que la ley se aplique de manera severa 
o leve, queremos que se aplique conforme al procedimiento debido en el ámbito administrativo en el cual 
hemos impulsado este caso. Después se verá si se llevarán a cabo demandas por resarcimiento de daños o si 
se efectuarán denuncias penales; lo que nos importa ahora es que cada autoridad, dentro del ámbito de su 
competencia, ejerza las que tenga. 


También nos preocupa que se diga que no existe sumario, cuando el propio Director de ASSE, en la 
comparecencia anterior, fue claro y explícito al hablar del avance de la investigación. Además, el doctor 
Pose, según lo que surge de la versión taquigráfica, ha garantizado el derecho de defensa. Si bien es cierto 
que en la Comisión Honoraria de Salud Pública inicialmente se advirtió que no se había dado vista, el 
Ministerio de Salud Pública subsanó esa omisión y le está dando las garantías en el curso del proceso y no 
cuando este haya finalizado. Por lo tanto, si alegaron una ilegalidad o una nulidad en el proceso, eso ya se 
subsanó. En ese ámbito es que pretendemos que siga la investigación, y que concluya con garantías para 
todos. Además, pretendemos que ustedes, como las demás autoridades, escuchen a todas las personas que 
tienen interés, derecho y que se sientan involucradas o hayan sido involucradas en el asunto. 


Asimismo, queremos manifestar que no debe causar alarma la aplicación del Decreto N* 500. El artículo 187 
de este Decreto establece el mecanismo de la suspensión preventiva. Esa norma está vigente y podría 
utilizarse como una medida cautelar de carácter preventivo de la suspensión. Decimos esto porque así como 
se suspende a un funcionario público que trabaja en el Puerto o en la Aduana, o a un funcionario que lava 
pisos, y se le hace un sumario por una sanción presuntamente grave, cuando se acepta esa investidura 
también hay que someterse al criterio de legalidad para todos. 


Por último, quería decir que existe conformidad en que el procedimiento haya avanzado de esta manera, 
aunque no tenemos conocimiento del sumario y solo contamos con la información que nos ha brindado el 


Ministerio. Aquí no se trata de plantear una cuestión de posición entre usuarios y gremio médico. Paysandú 
siempre se ha sentido privilegiado y se ha honrado por contar con notables profesionales en el ámbito de la 
salud, pero como en todas las circunstancias de la vida -como ocurre en cualquier otro género de actividades, 
ya sea profesional o no-, existen personas que se apartan de la regla o del camino y cuando ello ocurre es 
importante que cada uno asuma las responsabilidades que le conciernen en los ámbitos correspondientes. 


SEÑOR VEGA LLANES.- En primer lugar, quiero decir que teniendo hijos es difícil no sentirse muy 
próximos a ustedes. 


Por otro lado, me gustaría sabe cuál es la causa de muerte de la niña y si se realizó la autopsia. 
SEÑORA ESCOBAR.- No se realizó autopsia, y la causa de la muerte fue PCR púrpura fulminante. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Por último, quisiera saber quién firmó el acta de defunción y si la 
extracción del líquido cefalorraquídeo se realizó en Paysandú o en el CTI de Salto. 


SEÑORA ESCOBAR.- El líquido cefalorraquídeo se extrajo en Paysandú y no sabemos quién firmó el 
acta de defunción. 


SEÑOR SABARIZ.- Seguramente, debe haber sido firmada por los médicos que realizaron el virtual 
informe del CTI pediátrico de Salto. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Quisiera saber si ustedes trataron de esclarecer los hechos inmediatamente 
después de sucedidos o si dejaron pasar un tiempo. Hago esta pregunta porque es importante ubicar 
bien las etapas. 


SEÑORA ESCOBAR.- Antonella falleció el 6 de noviembre de 2004 y en el correr de esa semana 
fuimos a hablar con el doctor Zinno, quien nos dijo que se habían cometido graves irregularidades en 
la forma como habían atendido a nuestra hija. El doctor Zinno se refirió a las irregularidades 
cometidas como "fallas del sistema" y nos enumeró algunas que para él habían sido graves. En un 
primer momento, nos dijo que Antonella hubiese tenido una chance de salvarse, pero eso es algo que 
hasta ahora nadie nos ha confirmado. Como dije, ella falleció el 6 de noviembre de 2004 y nosotros 
presentamos el primer escrito el 11 de noviembre. 


Sé que el cuerpo médico puede pensar que las medidas preventivas del Decreto N* 500 se podrían tomar 
como sanciones, y así es como esto se está planteando en Paysandú. Pero puedo decir que después de lo que 
pasó, de que no se ha tomado una resolución ni se ha llegado a conclusión alguna, es difícil pensar en llevar a 
otro hijo al hospital y encontrarse con los mismos médicos que uno no sabe qué hicieron. Por eso creo que 
esas medidas preventivas son fundamentales, y no solo para los médicos, sino también para el usuario que 
está dolido y lastimado. Cuando a uno le tocan lo que más quiere no sabe cómo va a reaccionar. Entonces, 
creo que esas medidas preventivas deberían seguir aplicándose por el bien del médico y de las personas 
perjudicadas, más allá de que luego de la investigación se concluya que no hubo responsabilidades, se siga el 
trámite correspondiente o se archive el caso. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Se solicitó una consulta al doctor Finozzi, pero no concurrió. Durante 
ese período, ¿consta en la historia clínica que la paciente haya sido vista por otros médicos? 


SEÑORA ESCOBAR.- Hasta la hora seis, cuando aparece la doctora de guardia, no consta que la 
hayan visto otros profesionales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La doctora Venturino es pediatra? 


SEÑORA ESCOBAR. Sí. 


Vamos a dejar copia de toda la documentación, así como también de una carta que hicimos firmar que 
entregamos al doctor Fernández Galeano. Quiero resaltar que nos inquietó el hecho de que se tomen médicos 
como pediatras -la Facultad los autoriza durante un tiempo-, pero después pasa el tiempo y no lo son. Más 
allá de que todos tienen el derecho a ejercer determinados cargos, la idoneidad la da la formación. 


En esta carta que hicimos en abril de 2005 dirigida al Ministerio de Salud Pública pedimos diez cosas. En 
primer lugar, solicitamos que los médicos de guardia realicen esa tarea dentro del centro asistencial, para 
evitar que la hagan simultáneamente en otros centros asistenciales privados o que los llamen por teléfono y 
no concurran. Como bien se dijo, Paysandú es chiquito y todos nos conocemos, como en cualquier ciudad del 
interior. Sabemos que hay médicos que hacen guardias simultáneas en un centro y en otro y que cuando los 
llaman por teléfono evidentemente no los encuentran en su casa. 


En segundo término, pedimos que se prohíba que esos médicos realicen guardias simultáneas en diferentes 
centros asistenciales y se apliquen sanciones para quienes lo hagan. Sabemos que las direcciones de los 
hospitales tienen los mecanismos para sancionar a quienes no cumplan, la lástima es que no son utilizados. Si 
se utilizaran, en muchas oportunidades se hubiera evitado desgracias. 


En tercer lugar, solicitamos que el paciente internado cuente con el seguimiento de un mismo médico que 
deje siempre constancia de su evolución y sea responsable por su salud. Esta petición parece evidente que 
debería darse. A Antonella la vieron varios médicos, fue una cirujana, después una pediatra y ninguno llegó a 
una conclusión, no hubo coordinación, no hubo ningún tipo de comunicación entre esos médicos, por lo que 
nunca iban a llegar a un diagnóstico certero acerca de lo que la niña padecía. 


En cuarto término, pedimos endurecer las penas para aquellos médicos que, teniendo la responsabilidad de 
una guardia, no la cumplan. Esto simplemente se basa en la Constitución cuando establece que cualquier 
ciudadano tiene la obligación moral de ayudar a otro cuando lo necesita. 


En quinto lugar, que los médicos no receten medicamentos por teléfono, lo que debe ser historia conocida 
para ustedes. 


En sexto término, solicitamos que médicos generales no trabajen como pediatras, porque se constatan muchas 
muertes de niños en Uruguay. Se hace un mundo de eventos, de propaganda, pero en la práctica no se ve que 
se haga un esfuerzo real para evitarlo. Se aceptan médicos que no son pediatras, que dieron dos o tres veces 
el examen y lo perdieron. Sabemos que se van al interior y después les cuesta estudiar y dar los exámenes, 
pero la realidad está pidiendo otra cosa, por lo que ese tipo de cuestiones no debe ser aceptada. Tampoco se 
pueden aceptar médicos con probados antecedentes de negligencia en otro centro asistencial. Ahí estamos 
todos cerca y nos conocemos. Creo que uno no es bueno en un lugar y malo en otro, un ser humano es único, 
si se es irresponsable en una institución de Salud Pública no se puede ser responsable en una de salud 
privada. Aunque digan que los recursos de la salud privada les permiten trabajar mejor, la falta de recursos no 
es excusa para no trabajar responsable y diligentemente. 


También solicitamos que no se permita que las enfermeras trabajen dos o más turnos de seis horas 
consecutivos cada uno. Trabajan hasta dieciocho horas consecutivas, seis en un lugar, seis en otro y seis en 
otro y si tienen particulares también trabajan. Sabemos que es un problema salarial, pero esto les afecta física 
y psicológicamente y se refleja en el tratamiento que le dan a los pacientes. 


Respecto al laboratorio, pedimos que se distribuyan recursos y que alcancen al beneficiarlo porque en el caso 
de Antonella que se solicitó un estudio demoró. Primero demoró todas las horas que pudo demorar para 
extraerle la muestra y lo mismo para que fuera analizada. 


Otra petición importantísima es que los directores de los hospitales apliquen las sanciones correspondientes 
en tiempo y forma para todos los funcionarios que no cumplen con las obligaciones. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Como he venido siguiendo de cerca estos hechos al recibir diferentes 
delegaciones, y como además soy del departamento donde ocurrieron estos hechos, quisiera saber en 
qué situación se encuentra la causa a juicio de la familia Sueldo y del doctor Sabariz. Quiero saber si se 
está procediendo correctamente y si los trámites son lentos. ¿En qué situación está este reclamo de 
justicia? 


SEÑOR SABARIZ.- Si bien no hemos podido tener acceso directo al expediente, hemos sido 
informados. La información resultante es que de acudir a las oficinas del Ministerio de Salud Pública, 
advertimos que el procedimiento está siendo llevado con las debidas garantías y que se les ha 
garantizado el derecho al debido procedimiento administrativo a todos los afectados. Pero de la lectura 
de la versión taquigráfica de una sesión de esta Comisión a la que concurrió la Asociación Médica, 
advertí que un Diputado preguntó cuál es la situación en la que se encuentran estos médicos y si los 
habían echado. Creo que la Asociación Médica respondió: "A uno lo echaron, los otros están 
suspendidos por tres o cuatro meses". Esto ya ha sido suficientemente aclarado por el Director General 
de ASSE, pero al respecto quiero hacer una precisión. La referencia a que echaron a un médico, debe 
ser encuadrada debidamente. El profesional al cual se le rescindió un arrendamiento de servicio estaba 
funcionalmente vinculado a la Comisión de Apoyo. El criterio que tradicionalmente tiene ASSE es que 
las comisiones de apoyo departamentales son entidades de derecho privado por lo que están sujetas al 
derecho laboral privado, a través de un arrendamiento de servicios. Según lo que me consta, estos 
arrendamientos de servicios establecen la posibilidad de rescindirlos de común acuerdo o 
unilateralmente, inclusive sin expresión de causa. En el caso que nos ocupa, precisamente se rescindió 
el arrendamiento sin expresión de causa, para no generar una situación que comprometiera inclusive 
al profesional, haciendo referencia a este caso puntual. Es obvio que si estamos en el ámbito del 
derecho privado no se pueden aplicar las normas del Decreto N* 500, porque sería traspasar lo público 
a lo privado, sin perjuicio de que hay cuestionamientos jurídicos importantes y las comisiones de apoyo 
en definitiva actúan con funcionarios que tienen una investidura plausible y son funcionarios públicos. 
Siguiendo un criterio coherente eso fue lo que sucedió. No debemos utilizar el criterio de que fue 
echado sino que se rescindió el contrato en virtud de esa potestad privada que tenía la Comisión de 
Apoyo. En los demás casos se utilizaron las normas del Decreto N” 500 y a nuestro criterio se están 
aplicando. 


SEÑORA ESCOBAR.- Quisiéramos dejar una última constancia. 


Lamentablemente, este caso se ha prestado a versiones de toda clase y la última -siempre aparece una nueva- 
es que nosotros estaríamos siendo apoyados por un grupo político y que el hospital escuela nos estaría dando 
pasajes para venir a Montevideo a hacer todos los trámites. Eso es indignante, porque nunca un político tocó 
la puerta de mi casa a preguntarme si precisaba algo ni nos ofreció ningún tipo de ayuda, el señor Diputado 
Domínguez ni ningún otro. 


Hemos traído fotocopia del recibo de teléfono -es lamentable esto que voy a decir- que está vencido, porque 
este asunto nos ha desfinanciado totalmente. No cualquier persona que sufra una cuestión como esta puede 
ver que se haga justicia, por lo menos debe pertenecer a la clase media, tener un trabajo y un grupo que lo 
apoye. En nuestro caso, nos apoya la familia, los amigos, los comerciantes y hasta los médicos, pero no hay 
un solo político en ese grupo. Y cuando hablo de comerciantes, seguramente Domínguez debe conocer a 
Chola, que nos hace las fotocopias, pero no hay nadie que nos esté dando un peso. También entregaremos la 
fotocopia de los pasajes que compramos con tarjeta de crédito, para que no piensen que nosotros estamos 
pidiendo algo o que el hospital de alguna manera nos está ayudando con esto. El único apoyo que nos han 
dado en el hospital es el que se le brinda a cualquier usuario cuando sufre una cosa semejante, simplemente, 
diligenciando rápidamente lo que se debe hacer. 


El dinero extra que estamos invirtiendo en esto -pienso que estamos haciendo una inversión para que a otro 
no le vuelva a pasar lo mismo- nos lo mandan desde España los tíos de Antonella, quienes están totalmente 


indignados por lo que pasó acá. Tenemos en nuestro poder toda esta documentación. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados, con quienes nos 
mantendremos en contacto. 


(Se retiran ciudadanos del departamento de Paysandú denunciantes de mala praxis en familiares) 


(Ingresa una delegación del grupo "Unidos por Salud y Justicia" de Paysandú) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a las señoras Mary Cristina Galiano, Julia Martínez Mussini y 
Myriam Duval Acosta, al doctor Gustavo Mega, al Edil departamental Ramón Appratto y a los señores 
Nelson Mederos, Roberto Stagi Esquivel y Julio Kniazev. 


El grupo "Unidos por Salud y Justicia", de la ciudad de Paysandú, integrado por familiares de víctimas de 
mala praxis, nos envió una nota hace unos días en la que solicitaba ser recibido por esta Comisión. Casi de 
forma urgente se le comunicó que sería recibido en el día de la fecha, ya que también acudirían otros 
invitados por casos similares. Tal como lo hicimos en otras oportunidades, hemos cursado invitación para 
esta reunión a los Representantes por el departamento. 


La Mesa quiere que conste en la versión taquigráfica, que el Edil Appratto nos ha comunicado que la Junta 
Departamental de Paysandú lo ha mandatado para que acuda como delegado de ese organismo. En ese 
sentido, vale la pena consignar que además de ser partícipe de esta reunión, tiene la posibilidad de solicitar a 
la Comisión cualquier material que quiera trasmitir a la Junta Departamental de Paysandú. Existen los 
canales adecuados para que cualquier organismo público esté debidamente informado de estos asuntos, por 
medio de las versiones traquigráficas o de otros antecedentes. 


SEÑOR MEDEROS.- Agradecemos a esta Comisión por habernos recibido. 


El motivo de nuestra presencia es dar la otra versión de lo que han venido escuchando. Venimos a mostrar 
nuestras verdades, que por ahora lo son, al no tener respuesta del Ministerio de Salud Pública de todas las 
denuncias que hemos hecho. Hay denuncias planteadas hace dos o tres años; recientemente hemos pasado por 
el Ministerio y permanecen en el mismo estado que estaban: no hemos tenido respuestas. 


Hemos venido denunciando esto sistemáticamente durante los últimos cuatro meses, y como último recurso 
acudimos a pedir la ayuda de ustedes. Nuestro grupo no tiene filiación política ni religiosa y se sustenta por 
nuestros propios medios. 


Si se me permite, voy a pasar a enumerar algunos de los casos que nos ocupan, para que se vea de qué forma 
nos estamos manejando. 


La denuncia del señor Stagi Esquivel fue hecha ante Salud Pública en el año 2003. Si me permiten, les pasaré 
fotos para que vayan mirando. Eso es lo que le pasó a la hija de la familia Stagi: quemaduras de primer, 
segundo y tercer grado en miembro inferior izquierdo. No tenemos ninguna resolución al respecto. 


También está el caso de la niña Carmen Mederos, atendida por epilepsia y a la que se le terminó extirpando 
un tumor del frontal izquierdo. Así quedó la niña después de la intervención; por suerte, está viva. Esa 
denuncia fue hecha en julio de 2003 y tampoco ha habido respuesta; sigue archivada en la Comisión 
Honoraria de Salud. 


Hay una denuncia del año 2001 realizada por el señor Julio Kniazev, que tampoco ha tenido respuesta y para 
salud Pública ese caso está archivado. Estuvimos recorriendo por horas las instalaciones de Salud Pública y 
no pudimos encontrar el expediente. 


Por el niño Pablo Olivera Tamareo hay una denuncia desde hace cuarenta días. Se atendió a ese niño por 
hepatitis, por congestión y por anemia y terminó falleciendo por tumores intercraneanos. 


Nosotros venimos a decir nuestra verdad frente a estos casos; no sé si es la verdad verdadera o no; estamos 
esperando que Salud Pública nos dé las respuestas correspondientes. 


En este lapso de cuatro meses hemos hecho no menos de ocho o diez denuncias. Nos parece totalmente 
excesivo el plazo que tiene la jurídica del Hospital Escuela del Litoral. Ellos nos dicen que tienen sesenta 
días para investigar y además, una prórroga, que, aparentemente, se la toman, porque en el Ministerio no 
figuran las últimas denuncias que hicimos. 


No venimos a despotricar ni a pelear contra nadie. Simplemente queremos demostrar nuestra verdad y 
esperar respuesta. De mi parte, eso es lo que les quiero decir. 


Si me permiten, también quiero tomarme un minuto para hablar con el Diputado Domínguez. 


Diputado: esas son las pruebas de los pleitos y dineros que estamos enfrentando. Muchas veces usted dice 
que no es el dolor; esas pruebas son del dolor. Me gustaría que usted viera bien las pruebas o que usted, señor 
Diputado, se hubiera interiorizado más sobre esto. Lamentablemente, hace cuatro o cinco meses... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por mecánica parlamentaria le pedimos que se dirija al Presidente. 
SEÑOR MEDEROS.- Está bien. 


Creo que el señor Diputado no tomó en cuenta que nunca se arrimó a nuestro grupo. Supongo que el señor 
Diputado habló por otra campana. Él no escuchó nuestra campana siendo que desde hace mucho tiempo 
venimos pidiendo colaboración y ayuda de distintos partidos políticos y nos hubiera parecido correcto que 
algún político se hubiera interesado por estos temas. Nosotros no tuvimos esa ayuda y nos duele mucho que 
hablen de nuestro grupo cuando no tienen pruebas. 


Esas son nuestras pruebas y por eso se las traemos, señor Presidente. 


SEÑOR MEGA.- Soy abogado. Asesoro al grupo en Paysandú por trabajar en un estudio que está en 
este tema de daños y perjuicios. 


Mi planteamiento refiere a los vacíos legales sobre ciertos puntos, no digo en materia de mala praxis médica 
sino en cuestiones administrativas, por ejemplo, algo que está muy en boga: la historia clínica y su entrega. 
Últimamente, nos enfrentamos con el hecho de que hasta el Ministerio de Salud Pública está tomando 
posiciones un poco rígidas a este respecto, cosa que hasta ahora no había sucedido. Por supuesto que depende 
de cada centro -son muchos en el Uruguay-; no todos los Directores tienen la misma visión. Aclaro que hay 
hospitales que son muy diligentes en la entrega de la historia clínica, y cito dos ejemplos muy sentidos para 
todos: el Pereira Rossell y el Hospital Pasteur. 


También nos encontramos con barreras o lagunas legales cuando el que pide la historia es sucesor o posible 
sucesor de una persona que fallece. Hay varios decretos del Ministerio de Salud Pública en los que se 
establece la petición de la historia clínica por parte de una persona viva, pero no está reglamentado cuando la 
pide el heredero. En estos casos entablamos una discusión jurídica, un poco banal a mi manera de ver, porque 
todos sabemos que con los testimonios de las partidas se puede probar la calidad de consanguineidad o 
afinidad de una persona. Entonces, llegamos a los extremos de que nos pidieran los certificados de autos de 
una sucesión. O sea que, legal y procesalmente, tengo que tramitar una sucesión para pedir una historia 
clínica; me parece que está totalmente fuera de lugar. Aclaro que eso no sucede en todos los lugares, pero hay 
algunos con nombre y apellido que llegan a hacer eso. También se ha llegado a pedir un certificado notarial 
de la presunción de heredero de la persona que se presenta a comparecer siendo que, reitero, las partidas 
serían más que suficientes para probar la filiación. Eso en cuanto al tema de la historia clínica. 


Otro aspecto a destacar refiere a la copia de la historia. Es una copia simple que la mayoría de las veces no se 
autentica. Entonces, no sabemos a ciencia cierta si es la totalidad de la historia lo que se nos está entregando 
porque no hay posibilidades de hacer un cotejo con el original. 


Por otra parte, la ley madre del Ministerio de Salud Pública, en uno de sus artículos, establece que cuando se 
realiza una denuncia penal, el Ministerio está en su derecho de detener la investigación que se está haciendo 
hasta saber la resultancia del expediente penal. Es una ley muy vieja; su número ronda el nueve mil y pico. 
Me parece que es absurdo que se intercomunique un tema netamente judicial, teniendo en cuenta la 
autonomía que debe tener el Poder Judicial, con un tema netamente administrativo. Hay casos que están 
detenidos dentro del Ministerio, que se ampara en el derecho a no darles trámite porque se hace la denuncia 
penal y ese proceso demora. Es sabido que se demora en dictar una sentencia condenatoria o absolutoria. 
Entonces, estamos frente a otro impedimento que hace más largo este proceso y se demora en saber qué pasó, 
lo que puede ser condenable o no; no todo es mala praxis. 


Eso era lo que quería plantear sobre las imposibilidades legales que encontramos como parte activa en el área 
forense. 


Muchas gracias. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Sabemos que los materiales que se elaboran en razón de estas visitas son 
documentos que usa todo el pueblo para poder esclarecernos y profundizar en estas cosas. Por eso me 
parece muy importante que hoy estemos acá. Pido disculpas si se entendió mal mi actitud y digo que no 
fue mi intención herir la sensibilidad de nadie en momentos de dolor. 


De todas maneras, quiero decir que nunca estuvo cerrada mi posición de ver a nadie, porque en realidad nadie 
me solicitó ninguna visita. Con el señor Mederos tuvimos algunas palabras interesantes en los medios de 
difusión. Yo le dije que mi casa no tiene portón y que cualquier persona puede entrar con una bicicleta y 
pasar a la cocina. Está presente el señor Stagi que lo puede decir, que antes me visitaba y ahora no tanto. O 
sea que el problema de la comunicación se puede mejorar; las puertas están abiertas. 


Para profundizar y que queden claros los pasos a dar, me gustaría que la delegación nos diera datos más 
precisos ya que estamos ante una serie de hechos que ocurrieron hace tres años. En aquel momento yo era 
Diputado por el departamento de Montevideo pero mi actividad siempre la desarrollé en Paysandú y 
trabajamos junto con los señores Diputados José Melo y Ruben Obispo. En el Parlamento tenemos cierta 
especialización y yo no integro esta Comisión sino otra, por lo que reitero mi agradecimiento por haberme 
recibido. En aquella época no manejamos estos casos en el Parlamento -llamé a los otros señores Diputados 
para preguntar- y sería bueno saber qué curso siguen en el Ministerio. Es muy curioso que durante estos tres 
años no hayan tenido una sola respuesta. También me gustaría que precisaran la cantidad de nuevos casos que 
se han dado a partir de la asunción del nuevo Gobierno para saber cuáles son los reclamos y poder seguir 
indagando. Hemos invitado a representantes del Ministerio de Salud de Pública y nos han rendido cuentas. 


Me llama la atención que se habla de dos sumarios y no se habla de nada más. La pregunta a la delegación es 
si se puede plantear las situaciones que se tienen hoy, fundamentalmente las más viejas. Recuerdo al doctor 
Zinno y al doctor Gustavo Curbelo y nunca supimos que hubiera casos de tanta gravedad como los que se nos 
presentan hoy. Quisiera saber si se puede dejar establecido en estos documentos cuáles son los hechos que los 
hacen movilizarse. 


SEÑORA DUVAL ACOSTA.- Soy la nuera de Teresa Gallardo y el caso de mi suegra todavía no está en 
el Ministerio porque recién hicimos la demanda ya que hace poco más de un mes que falleció. 


Yo sí tengo pruebas y es un caso muy reciente. Mi suegra ingresó y después de treinta y seis horas le 
diagnosticaron una congestión. En 2001 mi suegra tuvo un shock anafiláctico, estuvo quince minutos 
inconsciente luego de que le dieran una inyección, y en ese momento descubrieron que era alérgica a la 
penicilina. Esto sucedió en el mismo Hospital. Así que en el momento en que ingresó a cada doctor que la vio 
le dijimos que era alérgica. Lo puedo decir porque estuve todo el tiempo con mi suegra. Entonces, la doctora 
le recetó septriasona, y como yo no soy médico no sé si es alérgica a esa droga, le pregunté a otros médicos. 
Uno de ellos me recomendó que pidiera una nueva versión. A las dos de la tarde cuando le van a dar la 
medicación prescripta por la doctora, que sabía perfectamente que mi suegra era alérgica, mi cuñada le dice a 
la enfermera que quiere una segunda opinión de la médica de guardia porque su mamá es alérgica a la 
penicilina y le parece que ese medicamento no era el correcto. La enfermera duda pero igual llama a la 
doctora de guardia quien le receta -tengo en mi poder la historia clínica- Klaricid 500 intravenoso cada doce 
horas y le suspende la otra droga por ser alérgica. Aquí tengo la prueba. A las seis y media de la tarde se 
presenta otra enfermera para darle la medicación. Yo no sabía que era cada doce horas, pero hasta ese 
momento tenía confianza en los médicos. Mi suegra solo tenía puesta una vía y estábamos tomando mate. 
Entonces, le pregunto a la enfermera qué le iba a dar y ella me preguntó si me había recibido de doctora. Yo 
le contesté que no, que si fuera doctora no estaría allí, que le preguntaba porque mi suegra era alérgica a la 
penicilina y a la sulfa. Igual le puso la medicación y no pasaron ni cinco minutos cuando cayó en un paro 
respiratorio. Fue derivada al CTI, cardioasistida, y en trece días nunca recuperó la conciencia, le sacaron la 
medicación y los riñones le dejaron de funcionar. A los trece días nos informan que lo único que le funciona 
es el corazón, y entonces mi esposo decide que no es justo que siguiera sufriendo y a las pocas horas fallece. 


Lo único que reclamo es que no se puede esperar cuatro o cinco años para que digan que esa persona cometió 
o no un error. No podemos esperar cuatro años sin obtener respuesta. Tenemos que sensibilizarnos para que 
cada día seamos más los que buscamos soluciones, porque no somos médicos ni abogados, somos gente 
común que busca soluciones. Mi suegra tenía 72 años pero mi hijo tiene 18 y es alérgico a la sulfa porque le 
dieron Amoxidal y se infló como un globo, o sea que lo mismo le puede ocurrir a él o a un niño de dos años. 
En esto no tiene nada que ver la edad ni la condición social. Tampoco queremos correr detrás de los doctores 


para que nos atiendan; no queremos andar con un farmanuario a cuestas para saber si la medicación que nos 
dan es la correcta, porque no nos queremos recibir de médicos. No podemos esperar años para que un 
funcionario médico sea separado de su cargo. Es doloroso ver que uno entra por las puertas de un hospital y 
esas personas siguen ahí, mandando gente al CTI que luego fallece. El día que mi suegra fue internada 
conocí a una persona que no voy a nombrar -porque realizó una demanda por otro lado- que fue mi 
compañera por dos horas y que fue atendida por los mismos médicos. Esto no puede suceder. Cuando una 
persona es investigada tiene que ser retirada de su cargo. No le digo que la despidan, pero que la manden a 
cortar el pasto o que le paguen el sueldo y se quede en la casa, pero es indignante seguir viéndola en el 
hospital. 


Necesitamos atención digna y respuestas inmediatas; necesitamos sentirnos respetados y confiados; 
necesitamos concientizarlos de que un error en la salud es sinónimo de muerte o pérdida de la calidad de 
vida; necesitamos concientizarlos de que la salud pública de Paysandú está en emergencia. Estamos de 
acuerdo con que esto debe trascender y debemos lograr con humildad que seamos escuchados para que nos 
den soluciones. Estamos de acuerdo con que no toleraremos por respuesta un no o treinta días. Digo esto 
porque la única sentencia que logramos en Paysandú -de un caso que no pertenece a este grupo- fue una 
sanción de treinta días. ¿Podemos tolerar que luego de que se comprueban errores o irregularidades sobre un 
caso se sancione con treinta días de suspensión? ¿Ese es el valor que le dan a una vida humana? ¿Es justa una 
sanción de treinta días para una persona a la que le comprueban que cometió irregularidades que llevaron a la 
muerte a alguien? 


Estamos de acuerdo con que merecemos los beneficios de la duda y una rápida y minuciosa investigación por 
personas imparciales a ambas partes. Particularmente, me ha molestado muchísimo que uno tenga que 
dirigirse a funcionarios del hospital para hacer una demanda. Mi caso todavía no entró al Ministerio. Antes de 
venir para acá conversé con la abogada de Paysandú del Ministerio de Salud Pública, quien me dijo que tenía 
toda la investigación hecha, porque ya había testificado el último médico, pero que todavía no iba a entregar 
el caso porque estaba muy ocupada. No puedo creer que si la investigación ya está hecha, en Montevideo 
todavía no tengan el caso. Al ritmo que llevamos, ya debe haber treinta casos más en Paysandú. 


SEÑOR MEDEROS.- Como el señor Diputado nos pide pruebas, voy a seguir aportándolas. 


Le voy a entregar la placa del brazo de una señora menor de cuarenta años que sufrió un accidente de 
tránsito, que fue sacada antes de ingresar al quirófano, y la placa que le sacaron luego de la cirugía. Esa 
señora quedó imposibilitada del brazo, pero ni siquiera se la ha llamado a declarar al Hospital Escuela de 
Paysandú. 


Si me permiten, les voy a seguir aportando pruebas. El niño Pablo Ezequiel Olivera Tamareo durante quince 
días concurrió no menos de cuatro veces al servicio de urgencia. En dos oportunidades llegó sin 
conocimiento y con vómitos. Se le siguió recetando el mismo medicamento, Novoalgión, pero el niño 
continuaba mal y volvió al Hospital Escuela del Litoral. Pasó por cuatro médicos y ninguno supo hacer un 
diagnóstico correcto. Se le diagnosticó hepatitis, congestión y anemia y terminó muriendo en el Pereira 
Rossell luego de ser intervenido por tumores intercraneanos. 


Si quieren más pruebas, se las voy a dar. En 2003 la niña Carmen Mederos sufre una crisis de ausentismo, un 
tipo de epilepsia -no soy quién para decirles a ustedes, que son médicos, lo que es la crisis de ausentismo-, y 
durante ocho meses se la trata por ese motivo. Yo soy el padre y doy gracias a Dios de que mi hija esté viva. 
Sistemáticamente se le venía negando una tomografía para saber a qué se debía esa epilepsia, dado que no 
tenemos antecedentes familiares. A los ocho meses, cuando pude cambiar de médico, le sacamos un tumor 
frontal de la parte izquierda. Si me permite, le voy a leer el informe del laboratorio. Lo que se retiró fue: 
"Fragmento ovoideo, que pesa 30 grs. y mide 40 x 30 x 30 mm [...] Tumor primitivo del parenquima 
nervioso, de estirpe glial y de la serie ependimaria". Me pregunto qué hubiera pasado si yo hubiera dejado 
pasar uno o dos meses más, o cinco años, como me decía el médico que llevaba el tratamiento. Hoy yo no 
estaba acá; estaba preso. Estamos esperando que algún padre de un familiar tome reacciones que nosotros no 
queremos; si esto sigue así eso es lo que va a suceder en Paysandú. Algún familiar va a salir con un médico al 
hombro. Estamos esperando que algún familiar vaya preso para decir al médico: "Usted se equivocó; no 
puede seguir trabajando acá; está suspendido hasta que no se compruebe que lo que se denuncia no es 
correcto". No tenemos que llegar a eso. Estamos luchando para que no lleguemos a eso. Todos los del grupo 
hemos pasado por distintas situaciones y estamos haciendo fuerza para que nadie más pase por eso. Estamos 


pidiendo por favor tranquilidad. Se habla de que hay mucho nerviosismo, y es cierto. Quisiera saber si 
ustedes no estarían nerviosos si les pasara lo que les sucedió a nuestros hijos. Hay que ponerle punto final al 
tema. No queremos denunciar más casos. Estamos pidiendo por favor a los médicos que hagan lo que les 
corresponde. No queremos seguir diciendo que en Paysandú se está trabajando mal, que el Ministerio de 
Salud Pública está encubriendo. Consideramos que se está encubriendo desde el momento en que no se nos 
dan respuestas. Estamos tratando de pasar una barrera infranqueable; venimos acá para que ustedes nos 
ayuden a pasar esa barrera, a fin de que estas cosas no sigan pasando. Se nos dijo en un momento que 
Paysandú tiene la tasa más baja de mortalidad infantil, pero no nos podemos quedar con eso. Ojalá que fuera 
nula. Porque tengamos la tasa más baja de mortalidad infantil no podemos permitir que sigan pasando estas 
cosas. Que quede claro que no vamos contra los médicos y así lo he repetido una y otra vez. Si es cierto que 
los médicos no tienen recursos para trabajar, vamos a tratar de que Salud Pública les dé esos recursos. 


Pido encarecidamente que ustedes sean los intermediarios entre nosotros y Salud Pública para que estas cosas 
se aclaren de una vez por todas. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Quiero que se aclare un detalle que no es menor. Es importante señalar las 
fechas de los casos, porque es una manera de hacerles un seguimiento más profundo. 


SEÑORA DUVAL.- El 4 de octubre de este año falleció mi suegra y yo había presentado la demanda el 
23 de agosto, que es el día en que ella tuvo el problema. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Quisiera conocer las fechas de los casos señalados por el señor Mederos. 


SEÑOR MEDEROS.- La niña Carmen Mederos, 22 de julio de 2003; el niño Pablo Tamareo, 6 de 
setiembre de 2005; familia Stagi, 20 de agosto de 2002; familia Kniazev, 2001. Esto es lo que a nosotros 
no nos cierra. Señores: no es posible que en tres o cuatro años no se haya dado una respuesta. Creo que 
no es justo; nosotros no lo entendemos. Hemos dicho que estas denuncias se realizaron hace dos o tres 
años ante el Ministerio de Salud Pública, entonces, ¿qué podemos esperar? 


SEÑOR VEGA LLANES.- ¿Usted está dispuesto a aceptar una respuesta que no sea la que quiere? 
SEÑOR MEDEROS.- Por supuesto que sí, siempre y cuando la respuesta sea concisa y precisa. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Todo esto va a quedar registrado en la versión taquigráfica. Hago esta 
pregunta porque ha habido sanciones que no se han considerado suficientes. 


SEÑOR MEDEROS.- Estoy dispuesto a aceptar cualquier veredicto, pero quiero que se presenten 
pruebas. Yo tengo pruebas; en este momento estoy probando todo lo que nos pasó. Si el Ministerio de 
Salud Pública me dice que lo que se le hizo a mi hija es lo correcto y se me ofrecen pruebas, lo voy a 
aceptar. 


SEÑOR VEGA LLANES.- ¿Cómo se puede probar? 


SEÑOR MEDEROS.- Yo puedo probar que en Paysandú estamos enterrando gente y que hay niños 
quemados. Entonces, señores pruébenme que no se equivocaron; pruébenme que las quemaduras que 
se ven en esta foto no fueron hechas con un fósforo; pruébenme que el niño de cuatro años que se ve en 
esta otra foto se me murió porque no se realizó un diagnóstico correcto en días; pruébenme que la niña 
que está en esta foto, que perdió un año de liceo y su calidad de vida, no quedó así porque en nueve 
meses no supieron decirle que tenía un tumor en la cabeza. Sí señor, yo voy a aceptar todo lo que me 
digan si me dan pruebas, las mismas que estamos ofreciendo nosotros. 


SEÑOR KNIAZEV.- Agradezco al señor Presidente y a los demás integrantes de la Comisión por 
habernos recibido. 


Mi caso particular no es tan complejo, pero creo que cada parte debe poner lo mejor de sí, ya que lo nuestro 
no fue ir a un taller mecánico. 


A partir de este momento pongo de manifiesto nuestro interés como padres; en mi caso, como padre de Lucía. 
Nunca fuimos padres ansiosos, ni tampoco dejamos de preocuparnos por la salud de nuestra hija, como en 
más de una oportunidad se dijo. Nosotros no jugamos, ni queremos aprovechar esta situación para obtener un 
rédito económico, porque la vida no tiene precio. Debe comprenderse que estamos en esto desde el 26 de 
setiembre de 2001. Creo que lo que pretenden es desgastarnos física, económica y psicológicamente. No lo 
van a lograr; al contrario, todo esto nos da más fuerza, ya que por un hijo todo lo que se hace es muy poco. 
Hasta que nuestra hija no descanse en paz, no dejaremos de luchar, y creo que ese es el sentir de todos los 
padres que estamos aquí. 


El 26 de setiembre de 2001 mi señora ingresó a un centro hospitalario de Paysandú con contracciones, 
cursando un embarazo de seis meses. En ese momento fue vista por estudiantes y parteras y recién al otro día 
fue vista por un médico residente. A pesar de que el médico de guardia -de retén, o como quieran nombrarlo- 
fue llamado, nunca fue a verla porque se encontraba en un acto público. De ahí en adelante todo fue un 
peregrinaje de amargura. Pero esto nos sirvió de mucho, porque conocimos a excelentes médicos y 
aprendimos a hacer distinciones; sabemos que no se pueden hacer diferencias, pero la vida nos llevó a eso. 
Nosotros consideramos que para muchos el juramento hipocrático es solo un acto para poder obtener un 
título, y con eso es que se nos quiere diferenciar o marginar. No sé si esto es correcto, pero hemos constatado 
que quien tiene un título de médico es intachable desde el punto de vista de la medicina y de la moral, no 
comete errores y si los comete se los justifican diciendo que fue un accidente, como nos pasó a nosotros. Y en 
caso de que ocurra algo, se dice que la medicina no es una ciencia exacta. 


Yo soy un simple ciudadano y si protagonizara un accidente de tránsito sería juzgado, ya fuera con dolo, dolo 
eventual o con causa. Entonces, quisiera saber si a los médicos les pasa lo mismo. 


También quisiera saber si luchar para saber la verdad es querer protagonismo. Pienso que realizar nuestra 
denuncia ante el Ministerio de Salud Pública fue gastar pólvora en chimango, porque la investigación 
administrativa fue una risa, como si se investigara a un taller mecánico, y ni se tomó declaración al médico 
involucrado. Además, ninguna de las declaraciones que se tomaron en esa investigación administrativa fue 
considerada como real. 


Creo que a esta altura se darán cuenta de que no puedo detallar ocho meses de internaciones en CTI de 
diferentes entidades. Esto para nosotros es muy fuerte, ya que en más de una oportunidad primó la ecuación 
costo-beneficio. 


Por todo esto, adherimos a los demás padres y familiares y solicitamos que de una vez por todas se denuncien 
todos los casos, y que no se dejen amedrentar como nos pasó a nosotros, porque la vida de un hijo es lo más 
preciado. Y quiero reiterar al gremio médico que de una vez por todas queremos verlo actuar con ética 
médica. 


En una entrevista que me hizo la prensa se me preguntó si creía en la Justicia y contesté que sí. Pero quiero 
aclarar que se debe tomar en cuenta que los señores magistrados no son médicos; grábense esto. Ellos harán 
todo lo posible por obrar con justicia, pero dependen de un perito que es médico y, por supuesto, humano. Lo 
único que necesito es que no nos dejen y que predomine en todos el instituto de la duda. 


SEÑORA GALIANO.- Yo soy la mamá de Catherine Stagi, la niña que quemaron en Médica 
Uruguaya. Ella era una niña discapacitada; era cuadriplégica, no se sentaba, caminaba ni hablaba. 
Lamentablemente, cuando mi hija falleció hacía nueve meses que estaba quemada y las heridas todavía 
estaban abiertas. Mi hija contrajo estafilococo dorado multirresistente en las quemaduras y pasó por 
muchas etapas difíciles. Durante los nueve meses posteriores a la operación y a la quemadura estuvo 
más tiempo internada que en casa y fue la etapa en que ella más sufrió; inclusive se la llevó a sala de 
operaciones para limpiarla debido a la profundidad de la quemadura y se llegó a hablar de realizarle 
un injerto. Eso nunca se pudo hacer porque falleció. 


Quiero decir que toda mi vida voy a lamentar que mi hija no haya podido decir con palabras lo que sufrió. 
Hoy sus padres sentimos el dolor que ella padeció porque lo vivimos en carne propia. El papá de Catherine 
sufre un problema cerebral por causa de esa pérdida y lamentablemente seguimos sufriendo. Pido justicia, 
nada más y que me contesten qué pasó con mi hija. 


SEÑOR MEGA.- Como asesor de la comisión, si lo consideran conveniente, y con la anuencia de cada 
familiar tengo el deber de aportar los datos que sean necesarios en cuanto a las denuncias, las fechas en 
que fueron realizadas, cuánto tiempo lleva la causa, etcétera, para avalar todo lo que se está diciendo 
porque que en unas pocas palabras es imposible que se tome nota de todo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como normalmente el ciudadano común desconoce las competencias de las 
Comisiones parlamentarias, quiero aclarar que son asesoras del Parlamento, recogen inquietudes y se 
discute. Pero bajo ningún concepto son enjuiciadoras, no analizamos las problemáticas desde el punto 
de vista jurídico, penal ni civil, porque son órbitas que escapan al Parlamento y corresponden a otros 
instrumentos que tiene el Estado. Por eso cuando el señor Diputado Vega Llanes respondió acerca de la 
interrogante del señor Mederos de los veredictos, interpreto que se refirió a los que dictamine la 
Justicia, el Ministerio de Salud Pública respecto a funcionarios actuantes, pero no de esta Comisión. Lo 
que ustedes han dicho será un insumo para poder tener todos los elementos para actuar como 
intermediarios con otros Poderes del Estado. Como ustedes ya habrán observado en las versiones 
taquigráficas, hemos dialogado con el Ministerio de Salud Pública, con al Asociación Médica de 
Paysandú por otras situaciones como la que ustedes nos están planteando. Luego la Comisión 
deliberará y comunicará a la delegación lo que haya resuelto de acuerdo a su competencia. Lo mismo 
le decimos al señor Edil departamental -como bien sabe las instituciones se comunican entre sí- que si 
la Junta Departamental de Paysandú necesita cualquier información, así como nosotros, estamos a las 
órdenes. 


SEÑOR APPRATTO.- Vengo comisionado por la Junta Departamental a los efectos de acompañar a 
los vecinos que requirieron nuestra colaboración. 


Tengo que elevar un informe a la Junta de todo lo que se ha vivido en esta jornada. Si los demás compañeros 
de la Junta así lo entienden y apoyan, creo que va a tender a sugerir soluciones a vacíos legales que como 
simples vecinos del departamento encontramos frente a las necesidades que plantearon. 


Nuestra colaboración institucional va a ser de ese corte, totalmente comprensiva de esos problemas y 


sugiriendo cosas sobre las que ustedes técnicamente van a poder legislar mejor que lo que podamos hacer 
nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la delegación. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


